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ACTA Nº 32-21
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas treinta minutos del cuatro de agosto de dos mil veintiuno.
Sesión ordinaria virtual con asistencia del doctor Juan Carlos Segura Solís, el máster Carlos Montero Zúñiga, de las licenciadas Ingrid Moya Aguilar, Ana Lucrecia Ruiz Rojas y de los licenciados Arnoldo Hernández Solano y Freddy Chacón Arrieta.
Asimismo, asiste en calidad de invitado el MPM. Oslean Mora Valdez, como Director interino de la Junta en temas administrativos de conformidad con el permiso con goce de salario otorgado por el Consejo Superior en sesión N° 17-2021 celebrada el 19 de abril de 2021, artículo XXV.

El licenciado Freddy Chacón Arrieta, no se incorpora a la sesión por motivos de salud.
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Documento N° 982-21, 998-21
Aprobación de las Actas N° 30-21 celebrada el 19 de julio de 2021 y la N° 31-21 celebrada el 28 de julio de 2021
Por unanimidad se acordó: Aprobar las Actas N° 30-21 celebrada el 19 de julio de 2021 y N° 31-21 celebrada el 28 de julio de 2021, con las correcciones indicadas. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc62827173][bookmark: _Toc78524533]ARTÍCULO II
Documento N° 981-2021

Por unanimidad se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría General de la Corte. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc69743941][bookmark: _Toc78524535]ARTÍCULO III
Documento N° 665-21, 971, 975-21
En sesión N° 21-2021 celebrada el 17 de mayo de 2021, artículo IX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“Se acordó: 1.) Aprobar la jubilación del servidor judicial Evelio Asdrúbal Mora López, Investigador Judicial del Organismo de Investigación Judicial, cuya asignación mensual bruta será ¢ 2,028,756.20 (dos millones veintiocho mil, setecientos cincuenta y seis colones con veinte céntimos), menos las deducciones que por ley corresponde, a partir del 30 de mayo del 2021. 2.) Se previene al servidor Mora López, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 3.) Asimismo, se previene a don Evelio, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia de que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.

Las Direcciones de Gestión Humana, Organismo de Investigación Judicial y los Departamentos de Prensa y Comunicación Organizacional, Financiero Contable, Secretaría General de la Corte, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara este acuerdo firme.”
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La máster Ana Eugenia Romero Jenkins,  Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 2481-DE-2021 del 27 de julio de 2021, remitió el oficio N° SP-731-2021 de fecha 23 de julio en curso, suscrito por el señor Mauricio A. Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivo de la Superintendente de Pensiones (SUPEN), el cual literalmente dice:
“Como parte de las funciones que le corresponde ejercer a esta Superintendencia, se revisó el acta de la Junta Administrativa correspondiente a la sesión 21-2021 celebrada el 07 de mayo del año en curso, en la cual se aprueban en los artículos IX y X dos beneficios sobre los cuales se tienen algunas observaciones. 

En el “Informe de Asignación de Beneficio para Jubilación” del señor Evelio Asdrúbal Mora López, cédula de identidad 3-0253-0262 y de Ana Patricia de los Alvarez Mondragón cédula de identidad 2-0397-0157, se incluye un apartado denominado “Norma Legal” en la cual se cita lo siguiente: 

"Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas, así como en el Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 106-15 celebrada el 03 de diciembre 2015 artículo XXXIX." 
"Corresponde la aplicación del Transitorio III de la ley 7302, descuento de un año en la edad de requisito por cada dos años laborados al 15 de julio de 1992.  Tiempo acumulado 6 años, aplica descuento de 3 años en el parámetro de la edad." 

Lo anterior, causa confusión porque actualmente los beneficios deben concederse únicamente conforme lo establece la Ley 9544 vigente con la excepción de los casos que cumplan con lo establecido en el transitorio VI de la ley citada, para lo cual se les debe aplicar lo normado en el título IX de la Ley 7333, por lo que se requiere la debida aclaración. 

Adicionalmente, en el informe citado, para establecer el monto de jubilación, se incluye la “Formula aplicada”, que se detalla más adelante, sobre la cual se les agradece las explicaciones respectivas, porque si a los casos mencionados les aplica el transitorio VI de la ley vigente, el beneficio debe ser proporcional, tomando en cuenta que en ambos casos no se cumple con la edad establecida, por lo tanto no se comprende la razón por la cual en su cálculo se utiliza como denominador 57 años. 

[image: ]
Por lo anterior, se le solicita que en un plazo máximo de diez hábiles posteriores al recibo de esta comunicación, remita las aclaraciones solicitadas.”
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Igualmente la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 2481-DE-2021 del 27 de julio de 2021, hizo de conocimiento de esta Junta  el oficio N° SP-731-2021 de fecha 23 de julio en curso. 
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Examinado el oficio N° SP-731-2021 de fecha 23 de julio en curso, suscrito por el señor Mauricio A. Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivo de la Superintendente de Pensiones (SUPEN), Se acordó por unanimidad: 1) Tener por conocido el oficio N° SP-731-2021 de fecha 23 de julio en curso, suscrito por el señor Mauricio A. Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivo de la Superintendente de Pensiones (SUPEN), mediante el cual solicita aclaración respecto a la formula aplicada en el informe de Asignación de Beneficio para Jubilación del señor Evelio Asdrúbal Mora López, y la señora Ana Patricia de los Alvarez Mondragón. 2) Tomar nota de la comunicación de la Dirección Ejecutiva, en oficio N° 2481-DE-2021 del 27 de julio de 2021. 3) Trasladar el oficio de cita a la Dirección de la JUNAFO para que se revise la información solicitada y se brinde respuesta al señor Mauricio A. Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivo de la Superintendente de Pensiones (SUPEN). Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc78524538]ARTÍCULO IV
Documento N° 983-21

En sesión No. 28-2021 celebrada el 05 de julio de 2021, artículo IV esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), acordó lo siguiente:
“Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocido el documento remitido por el señor Gerardo Chévez Ramírez, Gerente de la Administración Tributaria de San José Oeste del Ministerio de Hacienda, mediante acta de notificación por correo electrónico de 25 de junio de 2021, con el que se comunica la denegatoria a la solicitud de exoneración indefinida en el impuesto sobre las rentas de capital a los rendimientos generados por inversiones en instrumentos financieros, a favor de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que coordine con el abogado Hulbert Volio y Montero, a quien por rol corresponde, para que analice si es procedente presentar un recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal Administrativo, de conformidad con lo estipulado en el artículo 156 del Código. Se declara acuerdo firme.”
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En atención a lo anterior el licenciado David Zapata Segura, Abogado, en nota del 28 de julio de 2021, manifestó lo siguiente:
“El suscrito David Zapata Segura, Abogado, de conformidad con el artículo IV de la sesión No. 28-2021 de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), por este medio, externamos nuestro criterio legal en relación a la valoración del planteamiento de un recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal Administrativo en contra de la resolución No. ATSJO-GER-SSC-RES-1067-2021 de fecha 07 de junio de 2021 y notificada a JUNAFO en fecha 25 de junio de 2021, lo anterior bajo los siguientes términos: 

ANTECEDENTES

1.) Mediante la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial de fecha veinticuatro del mes de abril del año dos mil dieciocho, se establecieron una serie de cambios en el régimen de pensiones del poder judicial, entre los cuales se resalta la potestad y obligación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) de invertir los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (artículo 239 inciso f) 

2.) El artículo 28 bis de la Ley de Impuesto Sobre la Renta (LISR) indica lo siguiente: “Artículo 28 bis- Exenciones. Están exentos del impuesto, conforme a las regulaciones de este título 1. Las rentas y las ganancias de capital obtenidas por los fondos de pensiones y planes de beneficios”, estableciéndose mediante la citada norma, una exención expresa de la afectación de la renta y ganancias de capital generadas por los fondos de pensión. 

3.) Mediante criterio de la Procuraduría General de la República No. C-021-2021, concluyó que JUNAFO tiene una independencia funcional y técnica en el desempeño de sus funciones de administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. 

4.) Mediante oficio No. ATSJO-GER-SSC-RES-2283-2020, de fecha 26 de octubre de 2020, la Administración Tributaria San José Oeste, otorgó al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial del Poder Judicial una exoneración indefinida del impuesto sobre las rentas de capital mobiliario en rendimientos generados por inversiones en instrumentos financieros, lo anterior de conformidad con lo estipulado por el artículo 28 bis de la LISR. 

5.) Mediante formulario D-109 de fecha 11 de mayo de 2021, JUNAFO solicitó la exención del impuesto sobre las rentas de capital por inversiones en instrumentos financieros, es de resaltar que dicha solicitud no contiene una justificación o consideraciones bajo las cuales JUNAFO fundamentara su solicitud y tampoco le quedó claro a la Administración Tributaria cuales son las funciones de JUNAFO en relación a la administración del Fondo que justificaran o demostrarán la aplicación de la exención de ley. 

6.) Mediante Resolución No. ATSJO-GER-SSC-RES-1067-2021 de fecha 07 de junio de 2021 y notificada a JUNAFO en fecha 25 de junio de 2021, la Administración Tributaria rechazó la solicitud, indicando en lo medular que JUNAFO no es susceptible de la exención de ley por no estar contenida dentro de los supuestos del artículo 28 bis de la LISR.

CRITERIO LEGAL

1) Es claro que de conformidad con las potestades otorgadas por la Ley Orgánica del Poder Judicial en su mas reciente reforma, JUNAFO es un órgano de desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración del régimen del régimen de pensiones, dotado de personalidad jurídica instrumental para la gestión eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el fondo de pensiones. 

2) Adicionalmente, mediante el artículo 28 bis de la Ley de Impuesto Sobre la Renta, existe una exención absoluta del pago de esa carga tributaria en relación a las rentas y las ganancias de capital obtenidas por los fondos de pensiones y planes de beneficios, de lo cual claramente ya es objeto el FONDO, y que también JUNAFO debería ser objeto de dicha exención de ley, esto en su función de administradora del FONDO. 

3) Es necesario indicar que la resolución de la Administración Tributaria No. ATSJO-GER-RES1067-2021 de fecha 07 de junio de 2021, rechazó la solicitud de exención, esto al no entender la relación entre el FONDO y JUNAFO, relación de administración que debe ser explicada mediante un recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal Administrativo, esto en relación al inciso f) del Artículo 239 en relación al artículo 237 del mismo cuerpo normativo, explicando que la actividad de JUNAFO no tiene un fin lucrativo para si misma, si no en beneficio del fondo de pensión, el cual está exento de toda carga de tributaria de conformidad con el artículo 28 bis de la LISR, basando ese recurso en el criterio de la Procuraduría General de la República C-021-2021, y tomando como antecedentes las resoluciones de la Administración Tributaria DGCN-063-2016 y ATJSO-GER-SSC-RES-2283- 2020, las cuales de manera clara permiten arribar a 3 conclusiones: i) que JUNAFO es la administradora del FONDO, ii) que la administración de los recursos económicos del FONDO de pensiones por parte de JUNAFO operan en beneficio del fondo, iii) que JUNAFO no es una entidad que tenga una actividad lucrativa para sí misma o sus afiliados, si no para el FONDO de pensiones y iv) que la administración de fondos de pensiones está cobijada por la exención indicada en el artículo 28 bis de la LISR.

4) La justificación de la autoridad tributaria, en relación a la no aplicación de la exención de ley no es fundada (falta de motivación del acto administrativo), la autoridad fiscal justificó el rechazo basado en que “el artículo 28 bis de la LISR no establece una exención para su representada”, esto sin verter un mayor análisis de la situación fáctica, esa resolución no se apegada a la normativa vigente, ya que claramente la actividad desplegada por JUNAFO opera en beneficio del fondo y no para si misma, razón por la cual deviene en contradictorio el criterio vertido por la administración tributaria, no obstante esa condición debió ser explicada en la solicitud de exención y así debe ser planteada en un futuro recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal Administrativo. 

5) Debe quedar claro que existe una posibilidad de que el Tribunal Fiscal Administrativo confirme el criterio vertido por la Administración Tributaria San José-Oeste, en cuyo caso se debería plantear un proceso de conocimiento ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, solicitando la nulidad de los actos administrativos que denegaron la exención. 

6) Adicionalmente informamos que el proceso ante el Tribunal Fiscal Administrativo tarda entre 8 y 10 meses en ser resuelto.

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

1) De conformidad con el artículo 156 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, se recomienda plantear un recurso de apelación en contra de la resolución ATSJO-GERRES-1067-2021, esto por cuanto la denegatoria a la exención va en contra de la normativa vigente. 

2) Hasta que no se finalice el procedimiento administrativo, se recomienda que JUNAFO no realice inversiones, ya que podría ser susceptible de cargas tributarias. 

Quedamos a su disposición para ampliar o aclarar cualquier aspecto relacionado con el contenido de este criterio legal.”
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Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocido el criterio remitido por el licenciado David Zapata Segura, Abogado, en nota del 28 de julio de 2021, solicitado por esta Junta Administradora en sesión No. 28-2021 celebrada el 05 de julio de 2021, artículo IV. 2) Acoger la recomendación del asesor legal externo y se aprueba la contratación de los servicios de Hulbert, Volio y Montero para que se proceda con la interposición del recurso de apelación correspondiente. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc78524540]ARTÍCULO V
Documento N° 965-21
[bookmark: _Hlk78469733]El máster Oslean Mora Valdez, el licenciado Fabián Salas Fernández y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, por su orden Director interino de JUNAFO, Jefe de Proceso Financiero interino y Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, mediante oficio N° 0212-PF-2021 del 21 de julio de 2021, comunicaron lo siguiente:
“Mediante sentencia N° 2021-11957 de fecha martes 25 de mayo del presente año, la Sala Constitucional finalizó el conocimiento de un total de 10 acciones de inconstitucionalidad acumuladas en el expediente 18-007819-0007, que impugnaban la Ley No. 9544 “Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley No. 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, del 5 de mayo de 1933, y sus reformas”. Respecto a lo anterior, en lo que interesa dicha Sala dispuso:
 “Cuarto: Por mayoría (Castillo Víquez, Rueda Leal, Hernández López, Araya García y Garro Vargas), se declara inconstitucional el requisito de los 20 años de servicio exigido para efectos de obtener la pensión por sobrevivencia que se deriva del artículo 229 de la Ley 9544 de 24 de abril de 2018, en cuyo caso se mantiene vigente el requisito de 10 años para adquirir ese derecho, según el artículo 230 de la Ley 7333 de 5 de mayo de 1993 en la versión anterior a la reforma.”( el resaltado no pertenece al original)

El artículo N°230 de la Ley Orgánica 7333 (ley anterior), expresamente indica: 

“Artículo 230.- Los funcionarios y empleados que hubieran servido menos de diez años, no tendrán derecho a jubilación ni sus parientes a pensión, salvo el caso previsto en el artículo 228. Sin embargo, si a causa del ejercicio de sus funciones se produjere la muerte del servidor - cualquiera que hubiera sido el tiempo servido por éste- además de las indemnizaciones que legalmente correspondan, sus beneficiarios tendrán derecho a una pensión temporal y proporcional, dentro de las condiciones que esta Ley prevé para esos casos.” (el resaltado no pertenece al original) 

De artículo anterior y considerando lo dispuesto por la Sala Constitucional, se desprenden las siguientes interpretaciones:

 1. Como bien se muestra en las primeras líneas del presente oficio, la resolución de la Sala indica “se mantiene vigente el requisito de 10 años para adquirir ese derecho, según el artículo 230 de la Ley 7333.” 

Considerando lo descrito, se interpreta que solo fue aprobado el primer fragmento del artículo N° 230 de la Ley 7333 que señala: “Los funcionarios y empleados que hubieran servido menos de diez años, no tendrán derecho a jubilación ni sus parientes a pensión, salvo el caso previsto en el artículo 228…” por lo cual, la segunda parte que hace excepción al tiempo para las personas que fallecen en el ejercicio de la profesión se mantendría sin efecto y solamente tendrían derecho a pensión los beneficiarios de las personas servidoras judiciales que computen 10 años o más laborados para el Poder Judicial, indistintamente de la causa de su muerte.
 
2. La segunda interpretación que se da es considerar el artículo N°230 de la Ley 7333 completo, por lo que adicional a quienes cumplan con mínimo 10 años de tiempo laborado para el Poder Judicial, también tendrían derecho a una pensión temporal y proporcional los beneficiarios de personas servidoras judiciales que fallezcan en el ejercicio de la profesión y su tiempo servido sea menor a 10 años. 

Es por lo expuesto anteriormente que, de forma atenta se solicita se emita criterio sobre cuál de las interpretaciones es la correcta, para los casos en los que una persona servidora judicial fallece en el ejercicio de la profesión y a ese momento computa un tiempo laborado para el Poder Judicial menor a 10 años.”
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Se acordó: 1) Tener por conocido el oficio N° 0212-PF-2021 del 21 de julio de 2021, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, el licenciado Fabián Salas Fernández y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, por su orden Director interino de JUNAFO, Jefe interino de Proceso Financiero y Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, mediante el cual solicitan a la Junta aclarar cuál de las interpretaciones dadas a la sentencia del Órgano Constitucional es la que debe prevalecer para las personas servidoras que fallecen en el ejercicio del cargo y a ese momento computa un tiempo laborado para el Poder Judicial menor a 10 años. 2) Previamente a brindar respuesta a la Dirección de la JUNAFO, solicitar a la Dirección Jurídica el criterio para dar interpretación a la sentencia de la Sala Constitucional, respecto al artículo 229 de la Ley 9544. 3) La Dirección de la Junta Administradora coordinará con la Dirección Jurídica lo correspondiente para que se considere en dicho criterio. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc78524542]ARTÍCULO VI
Documento N° 969-2021
[bookmark: _Hlk78486952]Mediante oficio N° 0181-PF-2021 del 22 de julio de 2021, el máster Oslean Mora Valdez y el licenciado Fabián Salas Fernández; por su orden, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe interino de Proceso Financiero, comunicaron lo siguiente:
En forma atenta se informa que el pasado 02 de julio de 2021, mediante correo electrónico, la Dirección Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) informó a la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la “Reforma al artículo 46 del Reglamento al Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte”, que para lo que interesa indica lo siguiente: 

“Artículo 46°.- Los traslados de cuotas entre regímenes de pensiones del primer pilar y el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte 

Las cuotas (Estado, patrono y trabajador) de aquellas personas que hubiesen cotizado a otros regímenes del primer pilar distintos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte y que con estas, no cumplan los requisitos para obtener una pensión por el régimen al que estaban cotizando, podrán ser trasladadas al Régimen de IVM, siempre y cuando le permitan obtener una pensión del Régimen de IVM o mejorar su monto en este Régimen. Para ello, la Administración realizará el cálculo del monto asociado a las cuotas a trasladar, a valor presente, -esto es, el valor de las cuotas más los rendimientos que de manera sucesiva hubiesen generado esas aportaciones y sus respectivos intereses, para lo cual se utilizará la rentabilidad de las inversiones de la reserva del Régimen de IVM, es decir, como si las aportaciones hubiesen ingresado, en su momento, a este último. 

No obstante, en caso de que el monto resultante sea mayor a los recursos que el otro fondo ofrece trasladar a la Caja, la diferencia deberá ser asumida por el afiliado, el cual la pagará según los términos que establezca la administración del Régimen de IVM. En caso de que el afiliado manifieste no estar de acuerdo con el pago de la diferencia, no será posible realizar el traslado de cotizaciones.

En el caso de traslados de cuotas de otros regímenes del primer pilar, que se encuentren regulados por leyes especiales, se cumplirá lo establecido por la ley respectiva, y si corresponde a la Caja realizar los cálculos para el traslado de las cotizaciones al Régimen de IVM, se deberá seguir la misma metodología que se indica en el primer párrafo de este artículo. Para aquellos casos en los cuales el Régimen de IVM deba trasladar cuotas a otros regímenes del primer pilar, el cálculo de estas se realizará mediante la modalidad de liquidación actuarial.” (el resaltado no corresponde al original). 

De acuerdo con lo anterior, se desprenden los siguientes puntos a considerar para efectos de los procesos que se mantienen en la actualidad para el traslado de cuotas a la CCSS:

I. Casos de mejora para la jubilación de los beneficiarios que cuentan con su pensión en firme en el Régimen del IMV: 

a. En el artículo N.º 46 de la reforma supracitada las cuotas podrán ser trasladas al Régimen del IVM, siempre y cuando le permitan obtener una pensión del Régimen de IVM o mejorar su monto en este Régimen. 

b. De acuerdo con los oficios enviados por la CCSS, GP-DAP-1020-2021 del 01 de julio y GP-DAP-1067-2021 del 08 de julio, se han solicitado 7 casos de “Mejora de Pensión” por un monto total de traslado de cuotas al IVM de ¢119.829,497.74 que tendría que trasladar el FJPPJ a la CCSS. 

c. El capítulo II. artículo 234 de la Ley 9544 “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, indica que el traslado de las cuotas debe hacerse en el momento en que el afiliado solicita su jubilación en el régimen en el que decida jubilarse, tal como se muestra seguidamente: 

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” (el resaltado no corresponde al original). 

d. Según criterio jurídico de Lara-Gamboa & Asociados del 17 de junio del 2021, expresa lo siguiente: 

“Como lo indicó la Resolución Nº 60992 de la Gerencia de Pensiones de la Caja de las 15:00 horas del 13 de setiembre de 2016, que se encuentra en el expediente administrativo que se aportó a este proceso judicial, las disposiciones del artículo 240 permiten el traslado de cuotas entre regímenes del primer pilar siempre y cuando el fundamento para ese traslado sea consolidar un derecho a pensión. Esto se desprende del párrafo segundo del artículo, cuando dice literalmente: "Sin embargo, si no hubieran obtenido los beneficios de jubilación o pensión, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas. con que hubieran contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales se traslade a la Caja Costarricense de Seguro Social, a fin de que estas cuotas se les computen 'dentro del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, o a la institución administradora del régimen en el que se vaya a otorgar la jubilación o pensión para el mismo propósito de cómputo de cuotas. La solicitud de traslado la hará la entidad pública, respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o pensión y si el monto de las cuotas fuere mayor la Corte girará el total de las cuotas, aunque fuere mayor de las necesarias para el otorgamiento de la jubilación o pensión. Al solicitar la Caja o la respectiva entidad pública el traslado de cuotas queda obligada a admitir al servidor en su correspondiente régimen de jubilaciones y pensiones (el énfasis es nuestro). Del texto claramente se coligue la Jubilación se prevé como un hecho futuro, por lo que, tal traslado solo sería posible previo a su otorgamiento. Contrario sensu, una vez otorgado ese derecho tal traslado no sería posible.” (el resaltado no corresponde al original) 

Con base en lo señalado anteriormente, se solicita el estimable criterio de esa Junta Administradora respecto a los cambios implementados por la administración del IVM, de lo cual esta Dirección considera salvo mejor criterio, no trasladar a la CCSS las cuotas de las personas que cuentan previamente a la solicitud de la CCSS, con su derecho de jubilación en firme en el régimen del IVM (actualización de beneficio de pensión).

II. Cambio en el procedimiento para el traslado de las cuotas del FJPPJ a la CCSS: 

El procedimiento actual que se tiene implementado en esta Dirección (anterior a esta reforma del IVM) se apega conforme al Capítulo II, Artículo 234 de la Ley N.º 9544. “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, la cual señala lo siguiente: 

“Artículo 234-. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. (el resaltado no corresponde al original). 

En virtud de lo anterior, se realiza el estudio actuarial y el monto que reflejaba el cálculo se traslada de forma inmediata a las cuentas bancarias de la CCSS, previamente aprobados los montos por esa Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

Con el cambio del Reglamento del IVM y conforme se está requiriendo en los oficios de solicitud de traslado de cuotas recibidos a partir de este mes de julio 2021, la CCSS propone previo al traslado de los dineros, informar el monto calculado producto de la liquidación actuarial, para solicitar al beneficiario el pago de la diferencia entre el monto determinado por la liquidación actuarial de la CCSS y el dato de la liquidación actuarial del Poder Judicial, basado en la Reforma al reglamento, tal como se muestra seguidamente: 

“Previo a realizar el depósito de las sumas arriba indicadas, se le solicita respetuosamente, indicarnos de previo si los montos a trasladar corresponden al menos a los requeridos por la CCSS. Lo anterior, por cuanto si resultan inferiores a los indicados en este oficio, es necesario que el afiliado manifieste su anuencia a cancelar las diferencias que se presenten.”

Considerando lo indicado y debido a que el cálculo de la liquidación actuarial efectuada por esta Dirección (corresponde a hoja de cálculo de Excel con fórmulas determinadas por el asesor actuarial y actualizadas periódicamente) es susceptible de cambio de acuerdo al momento en que se hace el cálculo, por lo que se informa que el trámite que se estaría efectuando salvo disposición en contrario sería: 

1. En el momento que se realiza el estudio actuarial y se conoce el monto a trasladar, informar a la CCSS respecto a los datos obtenidos del cálculo. 

2. Mantener el resultado de la liquidación actuarial (no realizar nuevos cálculos independientemente del tiempo transcurrido) esperando la respuesta de la CCSS, en cuanto al traslado de los dineros. 

3. Si la CCSS en su respuesta indica que el afiliado está anuente a cancelar la diferencia entre lo solicitado por la CCSS y lo que trasladaría el FJPPJ, remitir para aprobación a esa Junta, los montos calculados en el punto N.° 1 de este procedimiento (no se realizaría un nuevo cálculo), dado que caso contrario representaría un reproceso para esta Dirección.” 

-0-
Por unanimidad, se acordó:  1) Tomar nota del oficio N° 0181-PF-2021 del 22 de julio de 2021, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez y el licenciado Fabián Salas Fernández; por su orden, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe interino de Proceso Financiero, relativo a la “Reforma al artículo 46 del Reglamento al Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte”. 2) Este cuerpo colegiado es del criterio que: a) Conforme al criterio legal vertido por el Despacho Lara, Gamboa & Asociados, el art. 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece la posibilidad de traslado de las cuotas hacia otros regímenes de pensión del primer pilar previamente a otorgar el beneficio de jubilación o pensión, por cuanto de dicho criterio se extrae “… claramente se coligue la Jubilación se prevé como un hecho futuro, por lo que, tal traslado solo sería posible previo a su otorgamiento. Contrario sensu, una vez otorgado ese derecho tal traslado no sería posible.” b) La administración no podrá realizar el traslado de recursos a ningún otro régimen de pensión básico, con el objetivo de “mejorar su pensión en dicho régimen” por cuanto este elemento no está considerado dentro de las posibilidades establecidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial. c) El momento procesal oportuno para solicitar el traslado de recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a cualquier otro régimen de pensión básico será al momento “en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión” y no posterior a dicho otorgamiento, por lo cual los administradores de otros regímenes de pensión básicos deberán tomar nota para sus trámites internos. d) Un Reglamento interno de la Caja Costarricense de Seguro Social como administrador del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte no se encuentra por encima de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo cual una modificación en el mismo no podrá tener efectos que obliguen a este régimen al traslado de recursos de ninguna naturaleza que vaya en contraposición de los intereses de este régimen del primer pilar. 3) Avalar el procedimiento establecido por la administración, para la determinación de las sumas de liquidación actuarial, por cuanto este cambio no contraviene el principio pro-fondo establecido en la LOPJ. 4) Comunicar este acuerdo a la CCSS, JUPEMA y SUPEN. 5) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc78524544]ARTÍCULO VII
Documento N° 838-2021 / 968-2021.
En sesión N° 27-2021 celebrada el 28 de junio de 2021, artículo XIII, se acordó autorizar la jubilación de la licenciada Emilia Navas Aparicio, en su condición de Fiscala General de la República, a partir del 29 de junio de 2021. Por lo que la Dirección de la JUNAFO elaboraría el informe y cálculo de los montos que le correspondan a la máster Emilia Navas por el concepto indicado.
	Mediante el oficio número 049CJ-2021 del 15 de julio de 2021, el máster Oslean Mora Valdez y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y  Jefe de Procedo Financiero Contable, remitieron el siguiente informe:
	“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Solicitud de Jubilación presentada por EMILIA MARIA NAVAS APARICIO, cédula Nº 01-0644-0598, a partir del 29 de junio del 2021.
	

	Al 28 de junio del 2021, la señora EMILIA MARIA NAVAS APARICIO habrá laborado para este Poder por espacio de 31 años, 11 meses, 6 días. 
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TOTAL TIEMPO SERVIDO:
	31 años, 11 meses, 6 días. 
	

	
	
	

	TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:
	0 años, 0 meses, 0 días. 
	

	
	
	

	TOTAL GENERAL:
	31 años, 11 meses, 6 días. 
	

	
	
	

	EDAD:
	datos 001 años, 6 meses, 13 días. 
	

	
	
	

	ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:
	FISCAL GENERAL , FISCALIA GENERAL
	

	NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:
	43131
	

	
	
	

	ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:
	FISCAL GENERAL, FISCALIA GENERAL
	

	
	
	

	
	
	

	PUESTO(S) DE REAJUSTE:
	FISCAL GENERAL , 100.00 %
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Datos de referencia:
	
	
	
	
	

	ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	¢ 6,586,421.52
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	¢ 2,195,254.29 (Monto mínimo establecido por la Ley 33.33%)
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	SALARIO PROMEDIO:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	¢ 6,585,036.73
	

	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	NORMA LEGAL:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	"Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas, así como en el Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 106-15 celebrada el 03 de diciembre 2015 artículo XXXIX."
	

	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	"Corresponde la aplicación del Transitorio III de la ley 7302, descuento de un año en la edad de requisito por cada dos años laborados al 15 de julio de 1992.  Tiempo acumulado 3 años y 20 días, aplica descuento de 1 año en el parámetro de la edad."
	

	
	
	
	
	
	
	

	FÓRMULA APLICADA:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	SALARIO PROMEDIO * Edad del Servidor 
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	= Monto de Jubilación

	
	
	
	
	
	59 años
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	MONTO DE JUBILACIÓN:
	¢ 6,310,040.14 (95.82% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Información adicional:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.
	

	Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.
	

	Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Notificaciones:(…)”
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	

	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Correcciones disciplinarias:
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Advertencia
	02/07/2004 al 02/07/2004
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Consideraciones relevantes:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	La señora Navas Aparicio de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.”
	
	
	



A esos efectos adjunta el oficio número 141-PF-2021, mediante el cual el máster Oslean Mora Valdez, en su citada condición hace consta que la funcionaria judicial Emilia Navas Aparicio, no presenta deudas pendientes en la cuenta Nº 20192-8 (Contaduría Judicial) por concepto de “cuotas ordinarias no aportadas al Fondo de Socorro Mutuo” por reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Asimismo, se adjunta constancia emitida por el Tribunal de la Inspección Judicial a las catorce horas del veintinueve de junio del año dos mil veintiuno, en que se informa que, en los registros informáticos de este Tribunal, a nombre de Emilia Navas Aparicio, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.
Por otra parte, se adjunta el oficio número PJ-DGH-CAP-387-2021 del 5 de julio de 2021, mediante el cual la Dirección de Gestión Humana informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, la máster Emilia Navas Aparicio no mantienen compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
-0-
Por unanimidad, se acordó: 1.) Aprobar los cálculos de la jubilación de la máster Emilia Navas Aparicio, en su condición de Fiscala General de la República, cuya asignación mensual bruta será de ¢ 6,310,040.14 (seis millones trescientos diez mil cuarenta colones con catorce céntimos) menos las deducciones de Ley correspondientes. 2.) Asimismo, se previene a la máster Emilia Navas Aparicio, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia que de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
La Fiscalía General de la República, la Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la JUNAFO, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc78524548][bookmark: _Toc78524546]ARTÍCULO VIII
Documento N° 970-21.
[bookmark: _Hlk78461537]Mediante correo electrónico del 23 de julio de 23 de julio de 2021 el servidor Francisco Sánchez Picado, Investigador 1 del Organismo de Investigación Judicial oficina de Buenos Aires, Puntarenas, remitió la siguiente solicitud:
“El suscrito FRANCISCO SANCHEZ PICADO, soltero en unión de hecho, Investigador 1 del organismo de Investigador Judicial oficina de Buenos Aires, Puntarenas, localizable al teléfono (valor 1), por este medio me presento a indicar:

1. Mi persona estoy presentando problemas de salud que según el diagnóstico establece

(datos suprimidos por contener información sensible del gestionante)

2. De acuerdo con las valoraciones médicas se me hizo ecocardiograma que documenta función (datos suprimidos por contener información sensible del gestionante)

3. Que mis padecimientos me han provocado hospitalizaciones y actualmente se me indicó por parte de cardiólogos del Hospital San Juan de Dios que no soy sujeto de cirugía ni cateterismos ya que no calificaba por cuando primero mi condición no es la óptima.

[image: ]Ante lo Cual es que me presento ante sus autoridades solicitando LA JUBILACION POR INCAPACIDAD permanente ya que por mi condición actual no cuento con las capacidades físicas para desempeñar cualquier puesto dentro de las labores propias que debe desarrollar un investigador.

Doy mi autorización para que el departamento correspondiente pueda tener acceso a los expedientes clínicos de mi persona y se me valore por los médicos que se designe por parte de sus personas.”

- 0 -
(Adjunto suprimido por contener información sensible del gestionante)
[bookmark: _GoBack]Por unanimidad, se acordó: 1.) Trasladar al Consejo Superior a fin de que si a bien lo estima, traslade a la Dirección de Gestión Humana para que remita al servidor Francisco Sánchez Picado, Investigador 1 del Organismo de Investigación Judicial oficina de Buenos Aires, Puntarenas, a valoración ante la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, para que determine si el citado servidor está incapacitado de modo permanente para el desempeño de su cargo, lo anterior de conformidad con lo estipulado en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley 9544). Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO IX
Documento N° 963-2021

El licenciado Fabián Salas Fernández y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas; por su orden, Jefe interino de Proceso Financiero y Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, mediante oficio N°0201-PF-2021 del 21 de julio de 2021, comunicaron lo siguiente:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Chirey Francella Tapia Martínez, cédula de identidad 01-0912-0363 en calidad de cónyuge sobreviviente del servidor judicial fallecido Elliott Fernando Jinesta Taylor, cédula de identidad 01-0897-0949, cuyo deceso acaeció el 3 de abril de 2021.

I. Origen.

Esta Dirección en fecha 23 de abril de 2021, recibió la gestión de la señora Tapia Martínez, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la petente.  

II. Valoración socioeconómica practicada. 

Mediante informe N°21-000216-979-TS suscrito por la licenciada Cintia Paola García Rojas, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Tapia Martínez.

Datos 001


III. Normativa atinente al caso.

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

          El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”

“Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.”
 
IV. Conclusiones.

· [bookmark: _Hlk77697998]El peritaje socioeconómico practicado a la señora Chirey Francella Tapia Martínez, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con el señor Elliott Fernando Jinesta Taylor, ambos asumían los gastos del hogar, por lo que la señora Tapia Martínez dependió parcialmente de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo 228 de dicha Ley…”

V. Datos de interés.

· [bookmark: _Hlk43904805]Para el caso en concreto, es importante señalar que al momento del deceso el señor Elliott Fernando Jinesta Taylor, mantenía una condición de servidor activo. Por lo anterior, para efectos del trámite de pensión, de previo es necesario estimar el monto de jubilación que hubiera recibido conforme a sus antecedentes de tiempo servido (22 años, 9 meses, 5 días) y salarios devengados.  De los cálculos efectuados, se establece que al señor Jinesta Taylor, conforme las disposiciones de la Ley 9544, le asistiría un monto en bruto de ¢984,015.01 (novecientos ochenta y cuatro mil quince colones con 01/100) mensuales en bruto.

· [bookmark: _Hlk62749140]Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Tapia Martínez de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢787,212.01 (setecientos ochenta y siete mil doscientos doce colones con 01/100) mensuales en bruto.
 
· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 23 de abril de 2021, un total de 20 días naturales posteriores al fallecimiento del señor Jinesta Taylor. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora Tapia Martínez, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”


-0-
Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Chirey Francella Tapia Martínez, así como, el informe N°21-000216-979-TS suscrito por la licenciada Cintia Paola García Rojas, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología y de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por unanimidad, se acordó: Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Chirey Francella Tapia Martínez, en calidad de cónyuge sobreviviente del servidor judicial fallecido Elliott Fernando Jinesta Taylor, cuya asignación mensual será de ¢787,212.01 (setecientos ochenta y siete mil doscientos doce colones con 01/100) mensuales en bruto, equivalente al 80% del monto de la jubilación que habría recibido el servidor judicial de haberse jubilado al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 04 de abril de 2021, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 9544. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc78524550]ARTÍCULO X 
Documento N° 964-2021

El licenciado Fabián Salas Fernández y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas; por su orden, Jefe interino de Proceso Financiero y Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, mediante oficio N°0202-PF-2021 del 21 de julio de 2021, comunicaron lo siguiente:
[bookmark: _Hlk77424430][bookmark: _Hlk78492655]“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por el señor Victor Cáceres Gómez, cédula de identidad 08-0053-0189 en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Emma Madrigal Bustamante, cédula de identidad 01-0421-0771, cuyo deceso acaeció el 22 de febrero de 2021.

VI. Origen.

Esta Dirección en fecha 14 de abril de 2021, recibió la gestión del señor Cáceres Gómez, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposa. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica del petente.  

VII. Valoración socioeconómica practicada. 

[bookmark: _Hlk78492937]Mediante informe N° 21-000696-0725-TS suscrito por la Licda María Gabriela Aguilar Ramírez, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas del señor Cáceres Gómez. 
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VIII. Normativa atinente al caso.

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

           El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”

“Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 

IX. Conclusiones.

· El peritaje socioeconómico practicado al señor Victor Cáceres Gómez, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con la señora Emma Madrigal Bustamante ambos asumían los gastos del hogar, por lo que el mismo dependió parcialmente de los ingresos de su esposa, lo que al amparo de la Ley 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo 228 de dicha Ley. 

Datos 002
X. Datos de interés.

· [bookmark: _Hlk59037314]La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía la señora Emma Madrigal Bustamante era de ¢1,495,959.16 (un millón cuatrocientos noventa y cinco mil novecientos cincuenta y nueve colones con dieciséis céntimos) mensuales en bruto.

· [bookmark: _Hlk78492553]Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira el señor Cáceres Gómez de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢1,196,767.33 (un millón ciento noventa y seis mil setecientos sesenta y siete colones con treinta y tres céntimos) mensuales en bruto.
 
· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 14 de abril de 2021, un total de 51 días naturales posteriores al fallecimiento de la señora Madrigal Bustamante. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión al señor Cáceres Gómez, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”
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Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por el señor Victor Cáceres Gómez, así como, el informe N° 21-000696-0725-TS suscrito por la Licda María Gabriela Aguilar Ramírez, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología y de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por unanimidad, se acordó: Acoger la solicitud de pensión que formula el señor Víctor Cáceres Gómez, en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Emma Madrigal Bustamante, cuya asignación mensual será de ¢1,196,767.33 (un millón ciento noventa y seis mil setecientos sesenta y siete colones con treinta y tres céntimos) mensuales en bruto, equivalente al 80% del monto de la jubilación que recibía la jubilada judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 14 de abril de 2021, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 9544, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento General del Régimen, que en lo que interesa indica: “…Lo anterior, en caso de que la solicitud respectiva se presente durante los primeros quince días hábiles de acontecida la muerte de la persona jubilada o servidora activa, en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión..”  (subrayado no es del original). Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc78524552]ARTÍCULO XI
Documento N° 973-21
La licenciada Milena Corrales Quirós Trabajadora Social, mediante correo electrónico del 23 de julio de 2021, comunicó:
“Adjunto Dictamen Social de la solicitud acrecimiento Oficio N° 0025-PF-2021, de la señora Jessica Rodríguez Álvarez y la persona menor de edad nombre 001 para lo que corresponda. 


A continuación, se transcribe en lo que interesa el citado documento:
DICTAMEN SOCIO-ECONÓMICO
Consecutivo: 21-000661-0738-TS-TS
Para: Unidad de Jubilaciones y Pensiones.
De: Oficina de Trabajo Social y Psicología de Puntarenas.
I.	DATOS GENERALES:
Oficio N° 0025-PF-2021 
Proceso: Solicitud de acrecimiento de pensión
Solicitantes: Jessica Rodríguez Álvarez y nombre 001Fecha de informe: 23 de julio del 2021.
II.	MOTIVO DE INTERVENCIÓN: 
La Unidad de Cálculos y Beneficios remite solicitud de valoración social a la Oficina de Trabajo Social y Psicología de Puntarenas a fin de:
"La Ley Orgánica del Poder Judicial, que reforma el Titulo IX de la ley 7333, aprobada el 22 de mayo de 2018, en su artículo 228, se indica:
“…Las asignaciones que caduquen acrecerán proporcionalmente las de los demás beneficiarios que se mantienen vigentes, a solicitud de ellos y siempre y cuando los requieran, previo estudio de trabajo social y aprobación de la Junta Administrativa del Fondo…”
Nos permitimos remitir la gestión de acrecimiento de pensión realizan la señora Jessica Rodríguez Alvarez y su hija nombre 001, en la cual solicita el acrecimiento del beneficio de la pensión que recibía Edgar Andrey Soto Rodríguez, en virtud de que el joven Edgar Andrey dejo de percibir el porcentaje de pensión, ya que el pasado 26 de abril de 2021, cumplió los 25 años.
Lo anterior, con la finalidad de que el Departamento a su cargo proceda a efectuar el estudio pertinente, con la prioridad del caso.".
(…)
VI. CONCLUSIONES
(…)
Por lo anterior, es importante indicar que, debido a las estrategias de sobrevivencia desarrolladas por la progenitora, la persona menor de edad no ha sufrido variaciones en el acceso a las necesidades materiales básicas, ni aspectos como recreación y vestuario.”
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[bookmark: _Hlk78473736]En sesión Nº 48-10 del Consejo Superior del Poder Judicial celebrada el 13 de mayo de 2010, artículo XX, de conformidad con lo que establece el artículo 232 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acogió la solicitud de pensión que formuló, entre otras, la señora María Jesús Rodríguez Serrano en ejercicio de la patria potestad de su hijo menor de edad.
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Se acordó por unanimidad: 1) Tener por recibido el informe de Dictamen Social remitido mediante Oficio N° 0025-PF-2021 por la licenciada Milena Corrales Quirós Trabajadora Social de Puntarenas, relativo a la solicitud acrecimiento de pensión requerido por la señora Jessica Rodríguez Álvarez y la persona menor de edad nombre 001. 2) Previamente a resolver la solicitud de acrecimiento presentado por la señora Jéssica Rodríguez Álvarez, sobre el porcentaje que recibía el joven Edgar Andrey Soto Rodríguez, se traslada la gestión a estudio de la Dirección de la JUNAFO para que se revise la información y los porcentajes asignados conforme la ley 9544, e informe lo correspondiente a esta Junta Administradora. Se declara acuerdo firme. 
Receso de 10 minutos 
[bookmark: _Toc78524554]ARTÍCULO XII
Documento N° 32, 962-2021

En sesión N° 03-2021 celebrada el 18 de enero de 2021, artículo XXI, se tuvo por conocida la gestión del señor nombre 001, Jubilado Judicial, en correo electrónico del 7 de enero del 2021. Asimismo, se comunicó al jubilado judicial que la gestión no es resorte de esta Junta Administradora y que la entidad no brinda ningún dato personal si no se cuenta con la autorización respectiva del beneficiario, por lo que esta Junta con el fin de colaborar procedió a remitir la gestión del señor nombre 001 a CAPREDE, para que brindara respuesta a su gestión.
Posteriormente, en sesión del Consejo Superior N° 53-2021 del 29 de junio de 2021, artículo IV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
[bookmark: _Hlk77772393]“El señor nombre 001, Jubilado Judicial, en correo electrónico del 21 de junio de 2021, manifestó lo siguiente:

“Por este medio me dirijo a está honorable Oficina para informarle lo siguiente.

- Tengo una deuda con la Caja de Ahorro y Préstamo del Poder Judicial CAPREDE por la suma de 12 .411,51 doce mllones cuatrocientos once mil colones con cero punto cincuenta y un céntimos. Cuentas que realice desde el año ochenta y uno cuando era empleado activo del Organismo de Investigación Judicial. Inesperadamente sufrí un prehinfarto motivo por el cual fui jubilado en el mes de noviembre año noventa y siete. Para esa época, siendo padre de cinco hijos todos menores de edad y con una pensión reducida tuve que endeudarme para poder salir adelante. Con el respecto que ustedes se merecen quiero y dentro de sus posibilidades solicitarles una ayuda I por lo menos un consejo, paso a manifestarle lo siguiente: En la actualidad CAPREDE me rebaja la suma de trescientos diecisiete mil colones lo que significa la mitad de mi pensión, en repetidas ocasiones le he solicitado realizar alguna gestión para ver si ese monto puede ser rebajado petición que nunca ha sido escuchada. También le he solicitado que no me rebajen la cuota de un poco más de tres mil colones, respecto a esto me indicaron que eso era improcedente alegue que YO no tengo ningún veneficio por el Centro de recreo que tienen en Atenas y que en actualidad está cerrado, opte por renunciar resultando mas perjudicado, no recibí salario en los meses de MARZO y ABRIL.

 Por lo que me han causado un gran daño por renunciar optaron por subir los intereses a ser obligado a volverme afiliar para así recibir lo poco que recibo. Ahora soy nuevo afiliado cuando renuncie en Febrero de este año TENIA un capital Social de ochocientos mil colones, a pesar que solicite la devolución de los intereses de los meses que pague por la renuncia no los reintegraron Tengo 74 años de edad y eso no se le hace a un Viejo que a Duras penas sobrevive a sus enfermedades. Me siento indefenso porque como ES POSIBLE QUE CAPREDE SIENDO QUE SE DICE CAJA DE AHORRO Y PRESTAMOS DEL PODER JUDICIAL NO HAY UN ENTE REGULADOR PARA ESTA INSTITUCION.
Pongo esta información ante ustedes por lo menos para que se enteren como están las cosas. 

Para terminar les informo que a mi en lo personal no me entregaron los rendimientos por lo que sospecho que CAPPREDE anda mal de fondos. Recurrí a la Defensoría de los habitantes, a la defensoría del consumidor financiero a la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial todos me respondieron que no era de su competencia.

En espera de una pronta respuesta se subscribe un survivor.”
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Se acordó: Trasladar la gestión presentada mediante correo electrónico del 21 de junio de 2021, por el señor nombre 001, Jubilado Judicial, a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” 

-0-
Se acordó por unanimidad: Tomar nota del acuerdo del Consejo Superior N° 53-2021 del 29 de junio de 2021, artículo IV y dejar constancia que esta Junta Administradora en sesión N° 31-2021, conoció la nota del señor nombre 001 y se brindó la debida respuesta a su solicitud. Se declara acuerdo firme 
[bookmark: _Toc78524556]ARTÍCULO XIII
Documento N° 976-2021
El licenciado Mario Mena Ayales, Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales –ANEJUD, mediante oficio N° ANEJUD-0117-2021 del 27 de julio de 2021, manifestó lo siguiente:
“Como es conocido ANEJUD presentó una Acción de Inconstitucionalidad, bajo el Expediente número 20-009378-0007-CO, contra el numeral 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial reformado en el artículo 1° de la Ley número 9544 del 24 de abril de 2018. 

Específicamente en el Capítulo IV de dicha normativa, se refiere al numeral 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, indicando literalmente lo siguiente: 

“… Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley…Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley. Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018.

Dicha Acción de Inconstitucionalidad, la cual consideramos que la vamos a ganar, y es por lo anterior que consideramos necesario saber lo siguiente: 

1. ¿Cuánto dinero se ha recaudado de este rubro? 

2. ¿Se lleva contabilidad e inversiones de forma separada de los demás ingresos? 

3. ¿Si la Sala Constitucional resuelve que ese dinero hay que devolverlo, está esa Junta Administradora en posibilidad de hacerlo?”
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Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por recibido el oficio N° ANEJUD-0117-2021 del 27 de julio de 2021, suscrito por el licenciado Mario Mena Ayales, Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales –ANEJUD, ,mediante el cual remites algunas consultas relacionadas con los recursos de la Comisión por administración por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. 2) Trasladar la gestión de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales a la Dirección de la JUNAFO, a fin de que de rinda la respuesta a la solicitud planteada. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc78524560]ARTÍCULO XIV
Documento N° 851-2020 / 960-2021 / 961-2021 / 974-2021.

[bookmark: _Hlk78993769]En correo electrónico del 22 de julio de 2021, el señor nombre 001, Jubilado Judicial solicitó a este Junta Administradora una cita de manera presencial. Asimismo, el señor nombre 001, en correo electrónico de misma fecha, remitió la siguiente solicitud:
“En relación con el estudio sobre los cálculos que hizo la JUNAFO, y sobre el pago de la misma por una suma de ₡ 16.251.725,92 quiero APELAR y que se me dé la oportunidad de poder presentarme personalmente y aclarar esta situación.

Ya q yo no contengo esa cantidad de dinero, pues lo único q percibo quincena a quincena es el monto especifico de mi pensión ya conocida por ustedes; y siendo esto lo único q tengo para sobrevivir. 

Les adjunto un informe del inspector de la CCSS N°1202-05072-2020-1 el cual contiene siete folios enumerados de 0029 a la 0035 donde el inspector aclara en uno de los puntos q yo no aparezco para dicha institución como trabajador independiente y donde también hace mención que las cuotas q aportaba a la CCSS fueron producto del beneficio de mi pensión del poder judicial.

Pido reconsideren mi caso ya q es una injusticia lo que me está pasando y la misma me está provocando descompensaciones en mi salud. 

(…).”
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Datos 001
Por otra parte, en correo electrónico del 27 de julio de 2021, el señor nombre 001, en su citada condición, remitió la gestión que dice:
“Quien respetuosamente suscribe, nombre 001, cédula de identidad valor 001, vecino de Aserrí, casado, pensionado por incapacidad absoluta y permanente del Poder Judicial por invalidez, me apersono ante su Autoridad a contestar el acta Nº 89-2021 emitida por la JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL a las quince horas cuarenta y siete minutos del dos de julio de dos mil veintiuno y el oficio Nº148-PO-2021, con la finalidad de hacer valer mis derechos como pensionado y ciudadano adulto mayor, exponiendo los hechos en el siguiente orden:

Primero: INTERPRETACION ARBITRARIA Y ANTOJADIZA. Según el acta n° 58-2021 de fecha 12 de mayo de los corrientes, esta Junta determina suspenderme el beneficio por poseer seguro voluntario en el régimen del IVM, pues según su criterio, incumplo lo señalado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (9544), hecho que deja en descubierto una interpretación antojadiza y arbitraria de parte de su Autoridad.

Sobre este particular, resulta menester indicar que el artículo 233 reza: “Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades.

Esta limitación no se aplicará cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior.

Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido.

Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló.

Todo jubilado que reingrese al servicio del Poder Judicial dejará de percibir su pensión por el tiempo que se mantenga la relación laboral con el Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por terminada antes de cumplir un año ininterrumpido, se reactivará la pensión con el mismo monto con que fue suspendida, más los ajustes por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), que hayan sido otorgados durante los meses que reingresó al servicio del Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, el exjubilado tendrá derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 224 de esta ley.” (la negrita no es del original)
 
Así mismo, el REGLAMENTO GENERAL DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL en su artículo 9 menciona respecto a la suspensión de beneficio que “La persona beneficiaria de una jubilación, en el eventual caso de que llegare a laborar cualquier dependencia del Estado, sus instituciones y de las municipalidades, se le suspenderá el goce del beneficio durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro salario, conforme lo establece el artículo 233 de la LOPJ, excepto cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior.” (la negrita no es del original)
 
Es decir, de conformidad con los articulados mencionados, la norma resulta ser clara y expresa al indicar que la única forma que se le llegue a suspender su beneficio a un jubilado por invalidez es cuando mediante un debido proceso se le llegue a comprobar que el mismo ha iniciado labores remunerativas, aspectos que han sido omisos en este caso en particular, pues, en primer lugar, esta Junta no realizó el debido proceso como lo indica la ley y segundo, porque mi persona desde el momento de mi jubilación no he laborado ni incumplido de manera alguna con lo dispuesto en nuestro Ordenamiento Jurídico, hechos que  he probado en el escrito presentado ante su Autoridad con fecha 17 de julio de 2021.
 
En su momento efectivamente me encontré realizando aportes voluntarios al IVM para optar por una mejoría en mi pensión, ya que mi beneficio actual es bajo por ser una pensión por Incapacidad permanente y dichos aportes devinieron directamente de la pensión que recibo por el Poder Judicial. Dicho actuar no hace que automáticamente el suscrito me encuentre laborando, ni para el gobierno y ni siquiera de forma independientemente. De ahí que surge la contradicción en la interpretación que realizaron en su Junta sobre la citada ley (9544). 

En síntesis, no existe norma alguna que indique que el beneficio de la pensión se pierde por estar cotizando voluntariamente a cualquier otro régimen o seguro voluntario y consta en la documentación aportada que el seguro voluntario sería pagado de mi pensión, no de ninguna otra fuente de ingresos.
 
Segundo: INCUMPLIMIENTO DEL DEBIDO PROCESO. A pesar que en el acta Nº 89-2021, su Autoridad asevera que se me notificó acerca de la resolución Nº58-2021 esta nunca fue recibida por mi persona, siendo que por tratarse de un acto administrativo y que debió ser notificado en apego a las directrices y demás reglamentos institucionales y amparados en las leyes de la República, he de hacerles la observación de que la aparente notificación realizada nunca ingresó a mi correo electrónico, suministrado a ustedes por el Departamento de Financiero Contable, generándome así el gravísimo estado de indefensión por no tener conocimiento del presente proceso y hacer valer mis derechos y evitar la situación actual que me causó un enorme perjuicio económico y de salud por todo el estrés al que he sido sometido a raíz de la presente situación. 

Además del hecho anterior, cabe resaltar que la única manera que esta Autoridad pudiera suspender mi beneficio tal cual lo hizo, era comprobando mediante el debido proceso que el suscrito haya laborado, lo cual sería imposible pues tengo pruebas fehacientes y suficientes para afirmar que desde mi jubilación mis condiciones de salud me impiden ejercer cualquier tipo de actividad laboral.

De lo dicho en el párrafo anterior, el artículo 11 del REGLAMENTO GENERAL DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL indica respecto al procedimiento de suspensión del beneficio jubilatorio que: “Cuando la persona jubilada por invalidez, inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar regulado en el artículo 10 de este reglamento, o bien lo haga a pesar de que se le haya denegado el permiso por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, se procederá por parte de la oficina interna del Poder Judicial, de la dependencia de la Junta o la asesoría externa que designe esta, a la apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas pueda dictar la Junta, lo anterior a efecto de proceder a la suspensión del beneficio jubilatorio, luego de respetársele el debido proceso. Por la misma vía y órganos, se procederá a la recuperación de los dineros recibidos indebidamente, al encontrarse laborando sin la autorización correspondiente y sin que se hubiera suspendido el beneficio jubilatorio” (la negrita no es del original)

Mientras que el artículo 20 REGLAMENTO GENERAL DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL confirma que las causales de suspensión y cancelación de la pensión se da bajo el siguiente supuesto: “(…) B. La suspensión previo procedimiento administrativo: 1. Cuando el pensionado por invalidez, en contraposición a lo establecido por el artículo 21 de este Reglamento: a) Se encuentre trabajando en el sector privado, como trabajador independiente o hasta medio tiempo en docencia universitaria en el sector público y no haya solicitado permiso a la Administración, o bien, este le haya sido denegado. b) Se encuentre trabajando en el sector público en actividades diferentes a docencia universitaria, o bien, en docencia universitaria en una jornada mayor a medio tiempo, sin haber solicitado la suspensión del beneficio mientras dure la relación obrero patronal.” (la negrita no es del original)
 
En síntesis, si el debido proceso se hubiese hecho de conformidad con la ley, esta Autoridad nunca hubiese cometido la arbitrariedad de suspender mi beneficio tal cual lo hizo.
 
Tercero.  FALTA DEL DEBIDO PROCESO EN EL COBRO DE SUMAS GIRDAS EN DEMASIA. Al momento en que la presente Junta decide reactivar mi beneficio de pensionado, automática, abusiva y arbitrariamente me castiga cobrándome “sumas pagadas de más” por el periodo en que voluntariamente estuve cotizando para el IVM, situación que es desproporcional e irracional a pesar de las pruebas presentadas anteriormente y que al día de hoy no han querido analizar y que tampoco se han referido al respecto.
 
Sobre este particular el artículo 53 del Reglamento mencionado en este documento, cuando se detecte que se generó una suma girada de más a una persona beneficiaria de una jubilación o pensión la oficina interna del Poder Judicial, de la dependencia de la Junta o la asesoría externa que designe esta, deberá dar apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas pueda dictar la Junta, lo anterior a efecto de proceder a la recuperación de los dineros girados de más, sin embargo, en este caso en particular se me informa que debo hacer entrega de manera inmediata el depósito de la suma de ¢16.251.725,92 sin que medie el debido proceso indicado con anterioridad, situación que queda al descubierto al leer dicho documento pues el mismo omite por completo indicar cuales son los plazos para presentar algún recurso en contra de dicha decisión, aspecto que me ha dejado por completo en indefensión y genera la nulidad de este acto. 
 
Cabe mencionar que a pesar que la Junta Administrativa del Fondo de Pensiones del Poder Judicial reactivó mi beneficio a partir del mes de julio del presente año, no procedió a depositarme el mes de Junio en el cual no recibí mi beneficio debido a la decisión arbitraria tomada por esta Autoridad, sino que además han tenido la osadía de cobrar sumas que según erróneamente consideran obtuve en demasía, esto a pesar que ni siquiera cuentan con prueba para aseverar que estuve laborando, razón por la cual expreso textualmente mi disconformidad con el oficio Nº 148-Po-2021, por ser arbitrario, en contra de la ley y tomado bajo interpretaciones antojadizas
 
Petitoria:
-Que se declare nulo el oficio Nº 148-Po-2021  
-que sea admitida la prueba documental que he aportado.
-que se me conceda audiencia con la Junta Directiva de este fondo a fin de exponer con claridad los hechos acaecidos en los que ya bastamente he demostrado que en ningún momento he sido asalariado por patrono o independiente desde que gozo del beneficio de mi pensión con el Poder Judicial.
-que realicen las gestiones pertinentes entre este Fondo y el IVM con el manejo e intercambio de información para que a futuro ninguno de los beneficiarios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial continúe apareciendo como “asalariado”. Que se verifique la categoría de patrono con la que están registrados ante la Caja Costarricense del Seguro Social.
 
Prueba documental: 
-contrato realizado bajo fe de juramento ante la sucursal de CCSS de Desamparados.
-documento expedido por el IVM sobre la proyección provisional de fecha de consolidación de derecho a pensión.
-copia del Informe de Inspección 1202-05072-2020-I de la Gerencia Financiera de la Dirección Regional Central Sucursal Desamparados.
-copia del contrato de arrendamiento de la casa en la que resido (alquilada) y último recibo de pago.
 
Prueba testimonial: a fin de declarar sobre los hechos expuestos, solicito se tome en consideración el testimonio de las siguientes personas:
Datos 002
Todos localizables por mi medio.”
-0-
En sesión N° 19-2021 celebrada el 10 de mayo del 2021, artículo VI, por unanimidad se tuvo por rendido el informe suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría y las másteres Floribel Campos Solano y Xinia Campos Solís; por su orden, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, Jefa interina de Proceso de Tesorería y Jefa interina del Subproceso de Egresos, en oficio N° 411-TE-2021 de 15 de abril de 2021, referente a la información de las personas jubiladas separadas por incapacidad absoluta y permanente que, se acogieron al beneficio según Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 7333 de 1994 y que aparecían reportadas en los cruces de bases de datos con la C.C.S.S. entre enero 2020 y diciembre 2020 y se comunicó, entre otros, a al señor nombre 001 (periodo de enero a junio 2020) que de acuerdo con el informe del cruce de bases de datos entre la Caja Costarricense de Seguro Social y el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, aparecía reportado como trabajador independiente, seguro voluntario y empresa privada respectivamente y su jubilación fue otorgada por incapacidad absoluta y permanente por lo cual de conformidad con el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (9544), se encontraba incumpliendo lo ahí señalado por lo que se solicitó que en el plazo de 10 días hábiles se pronunciara o caso contrario se procedería con la suspensión del beneficio de jubilación.
Después, en sesión N° 27-2021 del 28 de junio de 2021, artículo VIII, Por unanimidad, se reactivó el beneficio de la jubilación a favor del señor nombre 001, Jubilado Judicial, a partir del mes de julio de 2021 y se dispuso, solicitar a la Dirección de la JUNAFO que elaborara los cálculos de los montos adeudados por don nombre 001 y los hiciera de conocimiento de él para que presentara una propuesta de arreglo de pago por las sumas pagadas demás.
Luego, en sesión N° 30-2021 celebrada el 19 de julio de 2021, artículo VIII, se tuvo por conocida la gestión del jubilado judicial nombre 001, en correo electrónico de 14 de julio de 2021, relacionada con el pago de su beneficio correspondiente al mes de junio de 2021, fecha en que estuvo suspendida la jubilación. Asimismo, siendo que de los elementos aportados se tiene que el señor nombre 001 estuvo cotizando voluntariamente para el régimen del IVM, con el fin de acceder a futuro a una pensión por dicho régimen para mejorar su monto de pensión, y que a esa fecha fue acreditado que cesó dicho aporte, se procedió con el pago retroactivo del mes de junio de 2021. Por lo que se dejó sin efecto el acuerdo tomado por esta Junta en sesión N° 27 del 28 de junio de 2021, artículo VIII.
Se acordó por unanimidad: De previo a resolver las gestiones presentadas por el señor nombre 001, jubilado judicial, presentadas antes esta Junta Administradora, remitir a la Dirección de la JUNAFO todas las diligencias para que realice el estudio correspondiente considerando los elementos aportados por el gestionante. Se declara acuerdo firme.

 ARTÍCULO XV
Documento N° 665-21, 990-2021

El máster Oslean Mora Valdez, el licenciado Fabián Salas Fernández y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, por su orden Director interino de JUNAFO, Jefe de Proceso Financiero interino y Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, mediante oficio N° 0219-PF-2021 del 29 de julio de 2021, comunicaron lo siguiente:
“Para su conocimiento y en atención al oficio N°SP-731-2021 de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) recibido por esta Dirección en fecha 23 de julio de 2021, se informa lo siguiente referente a las jubilaciones del señor Evelio Asdrúbal Mora López y la señora Ana Patricia Alvarez Mondragón, aprobadas por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión 21-2021, celebrada el 17 de mayo de 2021, artículos IX y X, para lo cual es importante considerar los siguientes elementos: 
I. El Transitorio VI de la Ley N° 9544 (que entró en vigor el 22 de mayo de 2018) establece lo que a continuación se destaca: 
“…Los servidores judiciales que cumplan con los requisitos para adquirir el derecho a la pensión según lo establecía el texto del título IX de la Ley N.º 7333, de 5 de mayo de 1993, dentro de los dieciocho meses posteriores a la promulgación de la presente ley, podrán pensionarse al amparo de las disposiciones establecidas en el mencionado texto.” (El resaltado no pertenece al original). 
Con respecto al transitorio de cita, es importante destacar que aquellas personas funcionarias activas que pueden optar por el beneficio de jubilación bajo los términos de la Ley N°7333, deben cumplir con los requisitos estipulados según artículos N°224 y 225 de dicha ley, es decir 30 años de servicio y/o 60 años de edad, esto en el periodo comprendido entre el 22 de mayo de 2018 y el 22 de noviembre de 2019 (fecha en que finaliza el plazo de los 18 meses establecidos en el transitorio VI de dicha ley), caso contario deberán acogerse a la jubilación con los requisitos  LOPJ vigente (modificada con Ley N° 9544).  
Tomando como referencia lo anterior, para efectos del cálculo de jubilación del señor Evelio Asdrúbal Mora López, se contemplaron lo siguientes datos: 
Al 22 de noviembre de 2019, contaba con un tiempo laborado de 30 años, 5 meses y 17 días, cumpliendo con el requisito del tiempo servido y por consiguiente con las condiciones del Transitorio VI, lo cual le permitió acogerse a su jubilación a partir del 30 de mayo de 2021, al amparo de la Ley N°7333. El tiempo total servido total a su fecha de jubilación fue de 31 años, 11 meses, 24 días y su edad fue de 59 años, 3 meses y 9 días. 
Por su parte, para el cálculo de la jubilación de la señora Ana Patricia Álvarez Mondragón, se contemplaron los siguientes datos: 
Al 22 de noviembre del 2019, contabilizaba un tiempo servido de 34 años, 9 meses y 24 días, el cual, de igual forma le permitió cumplir con las condiciones del transitorio VI (por tener el tiempo requerido) y así jubilarse al amparo de la Ley N°7333 el 2 de junio de 2021. El tiempo total servido a su fecha de jubilación fue de 36 años, 4 meses, 3 días, y su edad fue de 57 años, 1 día. 
Es por lo antes expuesto que, en los acuerdos de jubilación de ambas personas en el apartado denominado “Norma Legal” se indicó la siguiente observación: 
"Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas, así como en el Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión 106-15 celebra el 03 de diciembre 2015 artículo XXXIX." (el resaltado no pertenece al original) 
Es importante destacar que al igual que los casos anteriores existe una población de funcionarios activos que cumplen con los requisitos de la Ley N°7333 y del Transitorio VI de la Ley N°9544, por lo cual, pueden ejercer su derecho jubilatorio cuando a bien así lo determinen, sin que ello implique que se deban aplicar los requisitos establecidos en la LOPJ vigente, dado que su derecho jubilatorio se adquirió al momento de cumplir los requisitos y no al momento de realizar la gestión administrativa de jubilación. 
II. En cuanto a la fórmula utilizada para el cálculo de ambas jubilaciones, es importante aclarar lo siguiente: 
Como bien se mencionó en líneas anteriores, tanto el señor Mora López como la señora Álvarez Mondragón cumplieron con lo dispuesto en el transitorio VI y adquirieron el derecho a jubilarse con las condiciones de la Ley Orgánica N°7333. 
Como parte de las variables que son aplicables para dicha Ley, se encuentra el Transitorio III de la Ley 7302, Ley Marco de Pensiones (2x1) que establece: 
“Transitorio III. Aquellas personas, cuya edad para pensionarse o jubilarse quede establecida a los sesenta años y que, a la entrada en vigencia de esta Ley, sean o hayan sido servidores de los regímenes contemplados en esta norma, podrán descontar de la edad de retiro un año por cada dos de los años servidos y cotizados para la Administración Pública. En todo caso, para poder pensionarse o jubilarse, se requerirá tener un mínimo de cincuenta y cinco años de edad y los años servidos que determine su régimen.” (el resaltado no pertenece al original) 
Relativo a dicho transitorio, en el transcurso de los años fueron analizados varios criterios que llevaron a concluir que se tuvo una mala interpretación de su aplicación, motivo por el cual el Consejo Superior por una recomendación de la Auditoría Judicial en sesión N° 94-16, celebrada el 12 de octubre del 2016, artículo I, en lo que interesa acordó: 
“se acordó: 1.) Acoger la recomendación 4.1 de la Auditoría y en consecuencia suspender en forma definitiva la aplicación que se venía dando al Transitorio III de la Ley 7302 (Ley Marco de Pensiones) en cuanto a los requisitos para el otorgamiento del descuento (dos por uno), antes de la medida transitoria que se dispuso en la sesión de este Consejo Superior, Nº 100-15 celebrada el 12 de noviembre del 2015, artículo LXXXVII. En ese entendido, la disposición transitoria III de la Ley Marco de Pensiones (descuento del 2 x 1), aplica única y exclusivamente a las jubilaciones ordinarias reguladas en el numeral 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es decir, la persona servidora se podría jubilar si ha cumplido entre 55 y 60 años de edad y el número de años trabajados para la Administración Pública sea al menos de 30.” (el resaltado no pertenece al original) 
Al respecto conviene destacar que, la aplicación de dicho transitorio es solamente para descontar años del requisito de la edad y dicho descuento se realiza dependiendo del tiempo servido que la persona tenga al 15 de julio de 1992 (fecha en que entró en vigor la Ley N°7302). Para su mejor comprensión se presenta el siguiente detalle: 
 
	Tiempo servido al 15 /07/1992 
	Descuento edad 
	Requisito de edad con 2x1 

	10 años 
	5 años 
	55 años 

	De 9 a 8 años 
	4 años 
	56 años 

	De 7 a 6 años 
	3 años 
	57 años 

	De 5 a 4 años 
	2 años 
	58 años 

	De 3 a 2 años 
	1 año 
	59 años 


 
Ahora bien, teniendo claro como aplica el descuento, y como parte del cálculo de tiempo servido del señor Mora López y la señora Álvarez Mondragón se contabilizó el tiempo laborado que ambos tenían al 15 de julio de 1992, para constatar la aplicación de dicho transitorio, encontrándose lo siguiente: 
El señor Mora López a la fecha señalada contaba con 6 años, 3 meses y 16 días de laborar en el sector público, lo cual le permitió descontar 3 años según se muestra en la tabla anterior, quedado en 57 años el requisito de edad para el cálculo de su derecho jubilatorio. 
Por otra parte, en el caso de la señora Álvarez Mondragón al 15 de julio de 1992 contabilizaba 7 años, 5 meses y 18 días de laborar en el sector público, tiempo que también le permitió descontar 3 años, quedado en 57 años el requisito de edad para el cálculo de su derecho jubilatorio. 
Es por lo anterior, que para estas jubilaciones fue indicado como denominador 57 años y no 60 años, obteniendo ambos un porcentaje asignado de 100% por tener los requisitos del tiempo y edad de jubilación. Sobre el descuento, en sus acuerdos de aprobación de jubilación por parte de la JUNAFO, se agregó la siguiente observación: 
Acuerdo, sesión 21-2021, celebrada el 17 de mayo de 2021, artículos IX (Evelio Asdrúbal Mora López): 
"Corresponde la aplicación del Transitorio III de la ley 7302, descuento de un año en la edad de requisito por cada dos años laborados al 15 de julio de 1992.  Tiempo acumulado 6 años, aplica descuento de 3 años en el parámetro de la edad."  
Acuerdo, sesión 21-2021, celebrada el 17 de mayo de 2021, artículos X    (Ana Patricia Alvarez Mondragón): 
 "Corresponde la aplicación del Transitorio III de la ley 7302, descuento de un año en la edad de requisito por cada dos años laborados al 15 de julio de 1992.  Tiempo acumulado 7 años, aplica descuento de 3 años en el parámetro de la edad." 
Así la cosas, se dan por aclaradas las consultas de la Superintendencia de Pensiones, solicitadas en el oficio N°. SP-731-2021, para que si a bien lo estiman sea remitida esta aclaración a dicho ente supervisor.”
-0-
Con base en el análisis efectuado y conforme a la información contenida en el oficio remitido por la Dirección de la JUNAFO, por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por conocido el oficio N° 0219-PF-2021 de fecha 29 de julio de 2021, remitido por el máster Oslean Mora Valdez, Director a.i. de la JUNAFO en atención a las consultas planteadas por SUPEN mediante oficio N°. SP-731-2021. 2.) Acoger las explicaciones brindadas en el citado documento, avalando este cuerpo colegiado lo acordado en la sesión N°. 21-2021 del 17 de mayo de 2021, artículos IX y X, por cuanto las jubilaciones aprobadas del señor Evelio Asdrúbal Mora López y la señora Ana Patricia Alvarez Mondragón se ajustan a lo que a derecho corresponde. 3.) Remitir el presente acuerdo y el oficio N°. 0219-PF-2019 a la Superintendencia de Pensiones en atención de lo requerido mediante oficio N° SP-731-2021. 4.) La Dirección de la JUNAFO tomara nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.  


Lic. Arnoldo Hernández Solano                      Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas 
Presidente Junta Administradora                   Secretaria  Junta Administradora 

-o0o-
A las 11: 05 horas terminó la sesión.
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Sefior

Carlos Montero Zufiiga

Presidente de la Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Estimado sefior:

Como parte de las labores de supervision que le corresponde ejercer a esta Superintendencia,
al revisar el acta N°12 de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial, celebrada el 20 de abril del afio en curso, se determiné que en el articulo XVI,
se niega la pension por orfandad a la hija menor de edad del servidor judicial Carlos
Alexander Fuentes Nufez, el cual, al momento de la defuncién tenia 10 afios y 8 meses de
cotizar para el Fondo de Pensiones.

En el acta se indica que no se otorga el beneficio por sobrevivencia porque el servidor activo
no cumplia con los requisitos establecidos en los articulos 224 y 229 de la Ley 9544; los
cuales se transcriben a continuacion:

“...Articulo 224- Los servidores judiciales con veinte o mas afios de servicio en
el Poder Judicial podran acogerse a una jubilacion ordinaria igual a un ochenta
y dos por ciento (82%) del promedio de los ultimos veinte afios de salarios
mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados segun el
indice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de
Estadistica y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco
anos de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco anos (...)

Articulo 229- (...) En caso de muerte de un servidor activo, la cuantia de la
pensidn por viudez, unién de hecho, orfandad o ascendencia sera proporcional
al monto de pension que hubiera recibido el fallecido de acuerdo con el
cumplimiento de requisitos en el momento de la contingencia, y en su conjunto
este monto no sera mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que le hubiera
correspondido al causante...”.

Considerando que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un régimen
basico y previendo una posible desproteccion de la Seguridad Social, se solicitd a la Division
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Juridica de esta superintendencia, emitir su criterio al respecto, mismo que se adjunta para su
consideracion.

Por lo anterior, y dadas las potestades de supervision y regulacion que la ley le otorga a esta
Superintendencia, se le solicita valorar los argumentos expuestos en el criterio juridico PJD-
19-20 e informar en un plazo méaximo de 15 dias habiles posteriores al recibo del presente
oficio, las acciones que la Junta Administradora que usted preside realizara, a fin de que las
pensiones por sobrevivencia que otorga el Fondo, se ajusten a los compromisos
internacionales asumidos por Costa Rica en materia de seguridad social.

Atentamente,

Firmado
Digitalmente

Rocio Aguilar M.
Superintendente de Pensiones

]

Criterio
PJD-19-2020.docx

Copia: Licda. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva
MPM. Oslean Mora Valdez, Encargado apoyo administrativo

Miembros de la Junta Administradora

Aprobado por MASR y NVH

Teléfonos 2243-4446 | 2243-4445 Fax 2243-4444 supen@supen.fi.cr




mailto:supen@supen.fi.cr




